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			Introducción

			Daniel Vázquez y Julio Aibar

			Este volumen es producto del trabajo realizado en el seminario de investigación “Procesos políticos contemporáneos de América Latina” de la Flacso México. En ese marco, cada uno de los capítulos que lo componen fue exhaustivamente comentado y debatido. Se trata de una obra que, si bien reúne textos en los que los autores presentan miradas e inquietudes particulares, es también un trabajo colectivo.

			Mientras el aspecto particular se manifiesta en la diversidad de temas que se tratan y en las diferentes perspectivas desde las que se analizan, el interés colectivo se expresa en el reconocimiento del contexto de producción de los documentos —sobre todo en la ponderación de sus principales rasgos—, así como en la posición crítica que asumimos frente al fenómeno político, social y económico denominado neoliberalismo.

			Asumir y anunciar desde un inicio nuestra posición crítica respecto al neoliberalismo no busca establecer una empatía inmediata con otros lectores críticos. Con ello queremos dar cuenta de nuestro lugar de enunciación y de una apuesta política específica que, en lugar de eximirnos de buscar y dar explicaciones, nos exige preguntarnos sin rodeos y más sistemáticamente a qué y por qué nos oponemos. Preguntarnos qué es el neoliberalismo nos permite, por un lado, volver sobre algo que conocemos, pero sólo parcialmente y, por el otro, distanciarnos de los dogmatismos que han hecho de ese término el sinónimo de todos los padecimientos, independientemente de la época y el lugar, o, por el contrario, una nueva versión del paraíso.

			Comprender mejor el neoliberalismo no sólo nos ayudará a dar cuenta más sólidamente de una conformación política e ideológica, también —y ése es quizá el interés central de los autores aquí reunidos— nos ayudará a reconocer mejor los problemas de nuestra región. Esto es así porque, en primer lugar, muchos de esos problemas fueron causados por el neoliberalismo, pero también porque en éste se expresan, sintonizan o procesan —de un modo no correcto según nuestra apreciación— otros problemas. Creemos que muchas veces la crítica al neoliberalismo abusa en imputarle problemas de otro orden y época. Por ende, ni los ensalzadores ni los críticos del neoliberalismo han ayudado demasiado a conocerlo.

			Buena parte de las debilidades, tanto de las lecturas críticas como de las halagadoras, se debe a cómo caracterizan y conciben el neoliberalismo. Curiosamente, cuando estas caracterizaciones y concepciones se enlazan con ciertos efectos que se le atribuyen, conducen frecuentemente a una verdadera paradoja. Por un lado, reducen el fenómeno aludido a una de sus posibles dimensiones (sobre todo la económica); por el otro, le atribuyen una capacidad inconmensurable tanto para impactar como para configurar el conjunto de la vida social y política. Ello da cuenta de que ambas lecturas comparten el supuesto de que la sociedad y la política están absolutamente pautadas por la economía.

			Los autores de este volumen pensamos que, efectivamente, el neoliberalismo produjo un fuerte impacto en nuestros países a nivel económico, en la organización estatal y social, y en los modos en que se configuró la democracia. En suma, el neoliberalismo impregnó de tal modo cada una de las capas y ámbitos de la vida social y política en la región que, como ya se dijo, sus alcances y consecuencias son todavía desconocidos. Pero pensamos también que ese impacto fue posible no porque se tratara sólo de un plan o modelo económico, sino de una política integral de configuración de un nuevo orden social. Se trata de un conjunto complejo y cambiante de ideas y prácticas que, además, contiene una cosmovisión en la que se inscribe una concepción de las personas como individuos racionales autointeresados, de un Estado cuyo cometido central —casi excluyente— es garantizar el funcionamiento del libre mercado; que circunscribe a la política las instituciones liberales, reservándoles el destino único de agregar intereses y que define a la democracia como un conjunto de procedimientos destinados a seleccionar a la élite gobernante.

			Aunque compartimos con otras lecturas críticas que el neoliberalismo —en la aplicación de sus políticas— requirió y requiere de un fuerte despliegue represivo —cabe recordar al respecto que el gobierno de Pinochet en Chile fue uno de los primeros en aplicar medidas de ese corte—, creemos también que ha intentado desarrollar estrategias de consenso con un distinto grado de éxito en cada país. No se explicaría de otro modo la aceptación de la que aún goza en amplios sectores sociales y políticos en el mundo. Desconocer esta característica puede conducir al engaño. Tampoco debe soslayarse que, aunque aplicó “remedios” que resultaron peores que la enfermedad, el neoliberalismo se nutrió, sintomatizó, expresó y, en algunos casos, procesó problemas crónicos de la región: de articulación Estado-sociedad, de inoperatividad estatal, de retraso tecnológico, de modernización y de representación política, entre otros. Ésa fue la tierra fértil de la que se sustentó su prédica, por ello, pese al rechazo que nos puede provocar, debe llevarnos a retomar y a darle otro sentido a sus principales promesas incumplidas.

			Uno de los aspectos principales para hacer de esta obra un trabajo colectivo fue acordar y compartir una caracterización del contexto de producción. Casi un sinsentido si se advierte que ese contexto está absolutamente dado, ya que es ajeno a la evaluación que de aquél se puede hacer. Sin embargo, en nuestro grupo de investigación consideramos que esto no es así, pues el con-texto (entendido como las disposiciones estructurales, pero también como el marco significativo que no sólo propicia y dificulta ciertas prácticas y no otras, sino que además ofrece un conjunto de referencias para la observación y evaluación de éstas) es, al menos parcialmente, una construcción que los diferentes actores participantes de la vida social y política hacen del neoliberalismo. Ello no implica postular que esos actores manipularían o acomodarían la realidad a su antojo; lo que se quiere decir es que las significaciones atribuidas a la vida política y social —en tanto interpretaciones, reconocimiento de antecedentes, establecimiento de causalidades, delimitación de responsabilidades, etc.— son productos y productoras de esa vida social y política. Éstas configuran, por ejemplo, los límites de lo que se pensaría, creería y esperaría, y así recursivamente establecen las pautas de qué se valora, jerarquiza y pondera.

			Así entendidas, se convierten en guías para la acción. Esto es muy claro, por ejemplo, en situaciones en que aun cuando se comparte una cierta descripción de hechos y resultados, diferentes actores políticos o académicos imputan causalidades opuestas a esos hechos. Así, para muchos analistas, el sensible incremento de la pobreza extrema que experimentó México en los últimos años es producto de la aplicación de las llamadas “recetas” neoliberales; para otros, en cambio, la causa y explicación de ese incremento se encuentra en la falta de profundidad de tales medidas. Conviene recordar que la lucha política y el debate académico comienzan por intentar definir el contexto, una descripción aceptada de la realidad.

			Ahora bien, ¿cuál es la idea compartida de contexto? Básicamente pensamos que vivimos un momento histórico-político particular en que el llamado neoliberalismo, tanto en sus premisas como en sus modalidades y resultados, es seriamente cuestionado. Pese a que el momento actual es parte de un proceso abierto, cuya manifestación es diversa con alcances que todavía desconocemos, creemos que su rasgo característico es que el neoliberalismo, configurado como discurso único en los años noventa, ha dejado de serlo. Esto implica que su capacidad para pautar el conjunto de la práctica política y social se ve profunda, pero también desigualmente deteriorada. Queremos decir con esto que ya no son algunas voces aisladas las que plantean su desacuerdo y que éste ya no es propiedad exclusiva de la izquierda ortodoxa; la diferencia sustantiva respecto de los años noventa es que el neoliberalismo se enfrenta a corrientes, grupos, movimientos y partidos, con amplia fuerza interpelatoria e importante capacidad de contestación y rechazo, que, en algunos casos, aunque cuestionemos sus alcances, han llegado incluso a fundar gobiernos cuya legitimidad e identidad se configuró en ese rechazo.

			No es una obviedad reconocer el deterioro del neoliberalismo, pues ese reconocimiento se enfrenta al menos a dos contraargumentos: uno proveniente de la izquierda ortodoxa, la cual considera que los gobiernos autonombrados alternativos mantienen la esencia neoliberal; el otro, de la propia derecha neoliberal, que si bien considera que esos gobiernos son un verdadero retroceso, pronostican su inminente fracaso y su carácter pasajero. Consecuentemente, mientras para la primera el neoliberalismo no está siendo realmente desplazado, sino que atraviesa por un periodo de cambio de fachada; para la segunda, su debilidad es parcial y pasajera, ya que en realidad no hay ninguna alternativa viable a ese modelo. 

			En este proceso, algunos capítulos de este volumen dan cuenta de la conformación del neoliberalismo como un discurso único y, en ciertos casos, con la intención de conformar un discurso hegemónico. En su exposición, Julio Aibar y Paula Valle de Bethencourt señalan que la caracterización ofrecida por el historiador Loris Zanatta sobre el peronismo, como una expresión política organicista, no es sólo históricamente desacertada, sino que se cimienta en características que definen al discurso único: la de delimitar el campo de lo posible y aceptable, a partir de sus principios y, consecuentemente, la de no reconocer legitimidad alguna a fenómenos que no fundan su práctica en esas mismas premisas. También es propio del discurso único reducir fenómenos complejos a uno de sus posibles rasgos, expresiones o manifestaciones concretas. Esto es, según los autores, lo que hace Zanatta al confundir el fenómeno de la individuación con el de la individualización (una de la posibles expresiones ideológicas de la primera), para después atribuir al liberalismo político las características centrales de la modernidad. A partir de ahí, consecuentemente, toda expresión política no liberal es para Zanatta no moderna, cuando no directamente antimoderna.

			Al igual que Aibar y Valle, Jorge Luis Duárez Mendoza y Fernando Munguía Galeana describen los procesos mediante los cuales el neoliberalismo se erigió, desde fines de los noventa, como discurso único en Perú y México, hasta dar sus primeras muestras de deterioro en la segunda mitad de la década pasada. Como señalan estos autores, el otrora modo dominante de percibir, pensar y actuar, se empieza a enfrentar con contestaciones creíbles. En el caso mexicano, en el periodo abierto por Carlos Salinas de Gortari, y en el de Perú, por el gobierno de Alberto Fujimori, se habría construido una primacía tal del neoliberalismo que, dadas sus características, se asemeja a lo que Gramsci y Laclau, entre otros, conceptualizaran como hegemonía. Aclaran además que, pese a la pérdida sustantiva de credibilidad por la que atraviesa el neoliberalismo, no estamos ante su caída libre. El actual es un proceso complejo, con avances y retrocesos, cuyas difusas manifestaciones son, en el caso de Perú, el triunfo de Humala que, independientemente de lo que hiciera en el gobierno, representó a sectores que cuestionaban seriamente al modelo. Y, en el de México, el deterioro estaría representado por la conformación de un nuevo centro político sobre la base del cuestionamiento a las prácticas autoritarias que siguen dando sustento al neoliberalismo.

			En algunos capítulos, los autores caracterizan el deterioro del dominio neoliberal con el término “crisis”. Los coordinadores preferimos no plantear la cuestión en esos términos en esta introducción por varias razones: una es que, por el abusivo empleo del término, tanto en la lucha política como en el discurso académico, se ha vuelto muy vago e impreciso; otra es que sus significados aluden frecuentemente a caída inminente, incapacidad para regenerarse o redefinirse, apreciación que deriva con frecuencia de ciertos discursos que en décadas pasadas asumieron grados importantes de determinación histórico-teleológica. Nosotros, en cambio, pensamos que el neoliberalismo no está necesariamente condenado a morir, ya que puede mutar, revitalizarse e incluso radicalizarse. 

			En resumen, creemos que el actual es un proceso abierto, no predeterminado, cuyas trayectorias y desenlaces serían diversos y que, como todo momento histórico, se presentan constantes avances, retrocesos y redefiniciones en una u otra dirección. Se trata así de un momento que, más allá de la retórica o apreciación de sus principales actores, es extremadamente “impuro”.

			Daniel Vázquez y Francisco Cantamutto, así como Agostina Costantino, en sus respectivas colaboraciones, son particularmente ilustrativos tanto de la impureza del proceso, como de la heterogeneidad que lo habita. En “El poder empresarial en Argentina: la negociación de la deuda”, Vázquez y Cantamutto dan cuenta de que, lejos de lo que plantean las propagandas a favor y en contra del gobierno argentino actual, respecto de la negociación de la deuda externa de ese país, ésta no fue un triunfo categórico ante las pretensiones de los organismos multilaterales de crédito (versión oficialista), tampoco una ruptura con el orden internacional que puede llevar al país a su total aislamiento (versión de la oposición). Se trató, según los autores, de un proceso con algunos avances, pero también con muchísimos retrocesos respecto, por ejemplo, de los condicionamientos que poderes fácticos, en particular de ciertos grupos empresariales, imponen a autoridades democráticamente electas.

			En esa línea, Agostina Costantino presenta la situación actual del agro argentino, donde se libra una fuerte disputa por la conducción del sector y, probablemente con ello, el surgimiento de una nueva hegemonía. Para la autora, dicha disputa está pautada por la combinación de dos factores fundamentales: por un lado, el sustantivo crecimiento económico de todos los sectores componentes del agro, por el incremento de la exportación de soja; y por el otro, el fortalecimiento relativo de un sector que no era dominante, producto de la devaluación implementada en 2001.

			Ambos capítulos dan cuenta no sólo del deterioro del neoliberalismo, sino también de la profundidad de las huellas que dejó y de la sinuosidad que representaría la búsqueda de salidas o redefiniciones.

			En cuanto a la posición compartida de crítica al neoliberalismo, cabe aclarar que éste no fue un acuerdo buscado y que en los distintos trabajos se manifiesta de un modo diverso: mientras algunos autores apuntan a la dimensión ideológica, para evidenciar sus potencialidades autoritarias (Aibar y Valle), o para mostrar una visión restrictiva y excluyente del régimen político (Pereyra, Contreras Alcántara); otros denuncian las consecuencias concretas de la ejecución de políticas que aceleraron el deterioro económico (Costantino, Vázquez y Cantamutto), o que debilitaron las capacidades del Estado en tanto actor que puede propiciar una mayor integración social (Gamallo), al tiempo que fortalecieron su capacidad represiva (Velázquez, Pereyra). La diversidad de la crítica quizá se deba no sólo a las distintas miradas de los autores, sino también a que el neoliberalismo no es una conformación homogénea, con un mando central que define metas y modalidades únicas.

			Así, mientras Gamallo funda su explicación de los linchamientos en México en el deterioro e incluso abandono del Estado, Velázquez, en una lectura poco convencional pero convincente, que parte de ponderar especialmente los factores que propiciaron el crecimiento exponencial del narcotráfico en México, propone entenderlo no como producto de la debilidad estatal, sino como una nueva forma de construcción de orden social implementado por las élites e instrumentado por medio de una red de alianzas que incluyen esferas sustantivas de los distintos niveles de gobierno. 

			Por su parte, Guillermo Pereyra, en “El conflicto popular de Oaxaca en 2006. Revuelta y comunidad”, al analizar un conflicto que nace de demandas sectoriales de los maestros, estudia una particular convergencia de modos tradicionales de dominación —el caciquismo—, con el ejercicio de un régimen político que reduce la democracia a un conjunto de reglas para la selección de élites gobernantes. Dicha convergencia es en especial evidente en el rechazo conjunto del caciquismo y de los exponentes de la democracia procedimental, a cualquier expresión de la comunidad.

			***

			El presente volumen se conforma de ocho capítulos, en los que se analiza esencialmente tres países: México, Argentina y Perú. Si bien estas problemáticas están claramente determinadas en el texto, se trata de situaciones propias de toda América Latina, por lo que cada capítulo sirve para pensar condiciones semejantes en toda la región.

			En el primer capítulo, “La formación del orden hegemónico. Límites y aperturas del neoliberalismo en Perú y México”, Jorge Luis Duárez Mendoza y Fernando Munguía Galeana discuten los principales ejes articulatorios en torno a los cuales fue posible la implantación del neoliberalismo en Perú y México, no sólo como proyecto económico, sino en particular como un nuevo orden social hegemónico que desmontó una forma de socialidad estructurada en las décadas precedentes (nacional-popular), imprimiendo así un nuevo sentido. Como todo proyecto histórico emergente, el neoliberalismo echó mano de elementos nacionales (estructura económica, cultura política, régimen político, etc.) para enlazarlos con mecanismos de dominación globalizada que le permitieron asegurarse un equilibrio precario que alcanzó por momentos la forma de un orden hegemónico. 

			A partir de algunos conceptos de las obras de Antonio Gramsci y Ernesto Laclau, en particular el concepto de hegemonía, Duárez y Munguía analizan la especificidad de este proceso en Perú y México, tratando de destacar lo que puede pensarse como límites del modelo en cuestión, los cuales darían pauta a ciertas aperturas (crisis, como horizonte de visibilidad) que en ambos casos van marcando las principales tendencias sociopolíticas. En Perú, el triunfo de Ollanta Humala, en su segunda candidatura a la presidencia, es sin duda la evidencia de la imposibilidad de la clase dirigente y de la clase dominante de seguir conservando la estabilidad del modelo sin la inclusión de los sectores populares. En México, si bien no se consiguió en 2006 la alternancia política, lo cierto es que desde entonces se está configurando un nuevo centro político sobre la base del cuestionamiento a las prácticas autoritarias que siguen dando sustento al neoliberalismo.

			En el segundo capítulo, “El problema del narcotráfico y las formas de ejercer el Estado en México”, Adrián Velázquez se ocupa del contexto de la guerra contra el narco en México como un asunto de élites. Sin la red de alianzas y complicidades que se fueron tejiendo desde la cúpula del poder, señala Velázquez, es imposible concebir la extensión del narcotráfico a todo el país y a todas las esferas de gobierno. Sugiere, por ello, estudiar el surgimiento de la actual guerra contra el narco en su vinculación con el orden social y político en el que emerge. Desde su perspectiva, el problema de seguridad que vive actualmente México resulta de una particular manera de organizar el espacio político nacional. No es, por tanto, síntoma de un Estado fallido, sino la forma misma en la que se ejerce el Estado en México. En palabras de Velázquez:

			Respecto a los intereses y objetivos de la obra colectiva de la que es parte, el texto se replantea la relación entre Estado y sociedad en dos dimensiones estrechamente relacionadas. Por un lado, al romper con la interpretación liberal de esta relación y cuestionarse sobre las estrategias de gubernamentalidad por las cuales el Estado es capaz de moldear una sociedad. Por el otro, se discute y se matiza la idea de que el orden neoliberal es pura ausencia de estatalidad. En este sentido se intentará reconstruir las necesarias imbricaciones entre la esfera social y las estrategias de gestión del conflicto puestas en marcha desde el Estado.

			En el tercer capítulo, “El conflicto popular de Oaxaca en 2006. Revuelta y comunidad”, Guillermo Pereyra analiza la transformación de un conflicto docente rutinario, en una de las crisis políticas más importantes de las últimas décadas, que culminó también con una de las represiones más fuertes en la historia de Oaxaca a manos de la Policía Federal Preventiva (PFP). En particular, Pereyra se interesa por observar la comunidad expresada a través de la revuelta, en un contexto de articulación del discurso de la “democratización” (alternancia partidaria, ciudadanía responsable, reglas civiles de elección, mecanismos de responsabilidad pública, respeto a los derechos humanos, etc.) con formas autoritarias de ejercicio del poder en los niveles de gobierno federal y estatal. El conflicto oaxaqueño, específicamente el surgimiento de la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (APPO), permite comprender la dinámica de la comunidad de los ciudadanos sin opciones. En el caso de la APPO, este movimiento combinó la estrategia de la revuelta permanente y un sistema organizativo de consejos y asambleas que se presentaron como una alternativa a la organización autoritaria y caciquil del estado oaxaqueño.

			En el cuarto capítulo, “Discurso chacarero y disputas hegemónicas en la pampa argentina”, Agostina Costantino analiza las disputas hegemónicas que se configuraron entre los distintos actores que integran el campo pampeano, después de la devaluación argentina de 2001. Constantino se genera una pregunta fundamental: tomando en consideración el nuevo contexto socioeconómico luego de la devaluación en Argentina, y el aumento en los ingresos para la mayoría de los sujetos sociales rurales, ¿es posible la construcción de una constelación hegemónica en el agro por parte de unos actores sobre otros? La autora discute, además, la pertinencia teórica del uso del concepto “hegemonía” en su aplicación a análisis sectoriales.

			En el quinto trabajo, “El poder empresarial en Argentina: la negociación de la deuda”, Daniel Vázquez y Francisco Cantamutto analizan una de las principales decisiones políticas que quedó pendiente tras la elección presidencial del año 2003: la renegociación de la deuda. Ellos señalan que suele considerarse que con la exitosa negociación culminada en 2005 el gobierno argentino fue el que más ganó, no sólo porque volvió con éxito al mercado financiero mundial, sino porque obtuvo mayor autonomía frente al capital financiero, incluyendo al FMI. Añaden luego que parece ser que en realidad el más interesado en una salida negociada de este conflicto era justamente el capital financiero internacional. A partir de ese análisis, concluyen que los poderes fácticos suelen encontrarse en múltiples decisiones políticas y logran presentar sus intereses particulares como si fueran generales o bien público, un hecho común en los regímenes democráticos que ha sido obscurecido por los análisis institucionales. 

			En “Los linchamientos en México: una tipología posible”, Leandro Gamallo propone un análisis político de los linchamientos, partiendo del enfoque relacional de la acción colectiva. Así, el análisis descriptivo al nivel de la acción le permite la construcción de una tipología y una relación concreta entre la presencia cada vez mayor de un tipo de linchamiento con la crisis estatal en el territorio mexicano.

			Por su parte, Javier Contreras Alcántara en “La experiencia democrática en el México contemporáneo: variaciones conceptuales y límites de sentido”, destaca que al terminar la primera década del siglo XXI, México atraviesa una situación paradójica respecto de su democracia: la sociedad demanda un mayor comportamiento democrático de los actores políticos y un mejor rendimiento de la democracia, sin considerar que su participación también es necesaria y que, por ende, es un actor político más allá del simple papel de elector. Para Contreras, tal situación invita a reflexionar acerca de las características que han enmarcado el desarrollo de la democracia en México, no en el sentido de dar cuenta de las reformas políticas que condujeron a la alternancia democrática del año 2000 o de realizar un estudio sobre cultura política, sino aclarar las ideas y situaciones que han sido el escenario de la institucionalización de la democracia, a partir del análisis de la comprensión de ésta y del proceso de institucionalización del régimen priista (1940) hasta llegar a nuestros días. Con el fin de abordar el tema y para comprender el funcionamiento de la democracia en sociedades concretas propone dar cuenta de la constitución del sentido en la creación histórica de la realidad social, bajo la forma del ordenamiento institucional que se denomina régimen democrático. Así, para comprender por qué en algunas sociedades la democracia funciona mejor o por qué los ciudadanos se encuentran más satisfechos con ésta, cabría preguntarse también, ¿cómo ha sido posible el orden democrático vigente de esa sociedad históricamente situada?, ¿cómo se ha pensado la democracia en el transcurso del tiempo?, ¿ante qué problema(s) o situación(es) se ha presentado la democracia, en su forma históricamente situada y contingente, como una solución? Para responder tales preguntas, Contreras emprende una ruta que relaciona el cambio político con el cambio conceptual, ruta con la que se persigue trazar, al menos generalmente, una perspectiva de las formas en que se ha pensado la democracia en México desde la segunda mitad del siglo XX hasta la actualidad (1940-2010). 

			Finalmente, en el último capítulo, “Populismo y organicismo: ¿un encuentro natural?”, Julio Aibar y Paula Valle de Bethencourt cuestionan uno de los lugares comunes a los que acuden frecuentemente las lecturas críticas de los populismos: su supuesto carácter organicista. La crítica de Aibar y Valle en realidad toma como base la lectura que el Loris Zanatta ha hecho del peronismo, por considerarla históricamente inexacta y por imputar indebidamente a ese fenómeno político ciertas características supuestamente provenientes de un núcleo ideológico de origen cristiano-populista. Para los autores, opuestamente a lo que Zanatta sostiene, el peronismo fue y es un producto complejo que reconoce diversos antecedentes, ninguno de los cuales es absolutamente determinante en todo momento y circunstancia. Por otra parte, el desempeño político concreto y real del peronismo demuestra que es imposible reducirlo a un único lugar de enunciación y que gran parte de sus acciones se deben más al pragmatismo que al dogmatismo que Zanatta le atribuye.

			***

			Este libro forma parte de un largo proceso de reflexión iniciado en 2005, cuando se creó el seminario de investigación “Populismo, buen gobierno y justicia social”,[1] en el que interactuamos alumnos e investigadores de diversas instituciones académicas. Más interesante es que a la Flacso México llegan cada año estudiantes de varios países de América Latina, por lo que, en las distintas sesiones de debate del seminario, a lo largo de estos años han asistido investigadores y alumnos de casi todos los países de dicha región.

			De 2005 a la fecha hemos publicado tres volúmenes colectivos que perfectamente identifican los intereses analíticos por los que ha transitado este seminario. En el primer volumen, Vox Populi. Populismo y democracia en Latinoamérica (2007), comenzó a esbozarse la pluralidad del grupo, tanto en la óptica de los fenómenos sociales analizados, como en su metodología. En este libro se encuentran, por lo tanto, textos de reflexión puramente teórica, con un alto grado de abstracción y complejidad, que recuperan las discusiones en torno al concepto de populismo en sus confrontaciones con la democracia liberal-procedimental. Son textos que, si bien se escriben desde la teoría política, contienen una importante base empírica que se despliega con mayor puntualidad cuando se analizan los casos de Ecuador, Bolivia, Venezuela y Paraguay. 

			El segundo volumen, Política y sociedad en México. Entre el desencuentro y la ruptura (2008), lo dedicamos al caso de México utilizando como trasfondo analítico el fenómeno populista, así como las cerradas y debatidas elecciones de 2006. Es un libro dedicado al problema de la construcción nacional y al análisis del discurso en las campañas de 2006, la relación del populismo con la cultura política en el marco de las elecciones mexicanas, y la relación del populismo y la economía en el discurso de Felipe Calderón y de Andrés Manuel López Obrador. Asimismo, contiene trabajos acerca del conflicto en Oaxaca, que tuvo como marco la elección de 2006 y el movimiento de masas. 

			El tercer volumen, ¿Autoritarismo o democracia? Hugo Chávez y Evo Morales (2009), tiene como tema los procesos políticos contemporáneos en Bolivia y en Venezuela. 

			En estas tres obras colectivas hay dos líneas de continuidad: la primera se refiere a la forma de plantear la relación entre la democracia y el populismo, la cual es mucho más compleja que el simple antagonismo con el que se le suele identificar, y en la que, más que dos conceptos opuestos (democracia y populismo), se hallan dos elementos entrelazados a partir de las expectativas generadas e incumplidas por la democracia, cuya consecuencia ha sido la aparición de gobiernos populistas. Así, se presenta al populismo como una reacción correctiva frente al desencanto con la democracia realmente existente, la cual se aleja de la idea de soberanía popular, de la participación de las masas y de la recuperación de demandas de justicia sustancial. La segunda línea de continuidad se refiere a la complejidad en la construcción de la cuestión social.

			A partir de 2010, en el seminario de investigación consideramos que aunque el análisis de los gobiernos populistas conservaba su relevancia, era necesario ampliar la mirada a otro tipo de procesos políticos que nos permitirían revisar la nueva conformación política y social de Latinoamérica. Así, sin extraviarnos en la forma de pensar las interacciones en la construcción de lo político y lo social, decidimos ensanchar el espectro y cambiar el nombre del seminario a “Procesos políticos contemporáneos de Latinoamérica” <http://ppcal.flacso.edu.mx/>. El primer producto de esta nueva etapa se encuentra en sus manos, esperamos que les sea útil para pensar a nuestra América Latina.

			Si este libro ayuda, aunque sea mínimamente, a conocer mejor al neoliberalismo y, consecuentemente, a nuestra región, habremos cumplido con nuestras aspiraciones.

			
				
					[1]	El seminario sesiona desde septiembre de 2005 en las instalaciones de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, Sede México (Flacso México). Los integrantes del seminario realizamos reuniones quincenales y algunos simposios intensivos de carácter semanal donde se discuten documentos que se publican en revistas o en libros, tesis de maestría y doctorado, o como ponencias que se presentan en conferencias y congresos nacionales e internacionales.

				

			

		


		
			Capítulo 1

		    La formación del orden hegemónico. Límites y aperturas del neoliberalismo en Perú y México 

			Jorge Luis Duárez Mendoza y Fernando Munguía Galeana

			La vigencia del problema de la hegemonía en América Latina

			¿Es posible una lectura del neoliberalismo en América Latina a la luz del problema de la hegemonía? En este trabajo proponemos una respuesta, sosteniendo que no sólo es posible, sino también necesaria para identificar nuestros problemas y aportar en la elaboración de alternativas políticas. Siguiendo a De Ípola y De Riz (1985), consideramos que la posibilidad de estudiar el neoliberalismo desde la hegemonía demanda tener claro tanto el objeto de estudio, como los medios teóricos y metodológicos. Así, nuestros objetos de estudio responden a la diversidad de los procesos históricos de la región, que aquí se limitan a México y Perú. Los medios teóricos y metodológicos los retomamos de los elaborados por Gramsci, Laclau y Mouffe en torno a la teoría de la hegemonía. Consideramos que una interpretación crítica de los aportes de estos autores nos permite tener en cuenta el conjunto complejo de las determinaciones del neoliberalismo en América Latina, además de los aspectos y relaciones presentes en cada caso de estudio.

			Por ello pensamos que la pregunta arriba planteada resulta pertinente, ya que en buena parte de los análisis —realizados desde diferentes disciplinas, en especial desde la ciencia política— de los procesos políticos contemporáneos de América Latina, se ha renunciado a aproximaciones holísticas, en aras de cuidar un supuesto rigor académico. Por nuestra parte, partimos del reconocimiento de que el neoliberalismo es “un conjunto de sentidos políticos socialmente compartidos”, entre los que son centrales los relacionados con el capitalismo tardío, por lo cual no se restringe a una política económica o a las características institucionales que asume el sistema político. 

			Desde la perspectiva que anima este trabajo, el neoliberalismo en América Latina supone una serie de procesos complejos que redefinieron los contenidos y fronteras de lo político, lo económico y lo social, así como de sus interrelaciones. Es decir, nos interesa, sobre todo, pensar la política como una dinámica conflictiva, en la que se ponen en juego sentidos específicos con los cuales es posible distinguir proyectos y horizontes de acción.

			En el plano del estudio de casos, analizamos el neoliberalismo en México y Perú, identificando sus límites y aperturas; en otras palabras, las tensiones que condicionan y posibilitan los esfuerzos de conformación de un orden hegemónico. Ambos países representan ejemplos de capitalismo periférico, experiencias de constitución de estructuras políticas con rasgos autoritarios y excepciones del llamado “giro a la izquierda” experimentado en la región. Bajo el manto de proyectos nacionales-populares, en México y Perú se conformó la ilusión, durante varias décadas, por parte de las distintas sociedades, que se alcanzarían niveles de desarrollo equiparables a las economías más industrializadas, en las que las masas populares tendrían en el futuro la posibilidad de formar parte de una comunidad política, que con su organización y participación estaban construyendo. 

			El giro neoliberal implicó la dislocación de esa plataforma hegemónica nacional-popular, generó la fragmentación de los proyectos políticos populares y la dispersión de los sujetos sociopolíticos. Ahora bien, como todo proceso histórico, la conformación de la hegemonía neoliberal no ha estado exenta de tensiones y fisuras que van dando indicios de sus propios límites antagónicos, así como de sus posibles aperturas para el impulso de un determinado cambio social. Es decir, los límites del neoliberalismo evidencian aquel “exterior”, aquello de lo social no integrado, que lo cuestiona, expresando posibles formas alternativas de organizar lo social. Estos nuevos escenarios plantean, a su vez, nuevas preguntas a las formas en que se ha pensado la hegemonía, no desde el proyecto nacional-popular, sino desde el neoliberal. Sugeriremos algunas interrogantes en las reflexiones finales de este artículo.

			Estado, hegemonía y sociedad civil: la propuesta gramsciana

			No es el objetivo de este apartado sintetizar el pensamiento de Antonio Gramsci, sino considerar algunas de sus categorías para tomarlas como referencia en el análisis de la dinámica política en México. En ese sentido, se debe destacar de manera general tres grandes conceptos que delimitan el aporte gramsciano a la comprensión de la política: Estado ampliado, revolución pasiva y hegemonía. Además, es preciso apuntar el giro teórico dado por Gramsci a la categoría de sociedad civil que, si bien ya había sido trabajada en el marxismo, es a partir de su obra que se considera un espacio de conflicto y de configuración de identidades políticas. Así pues, con estos conceptos, en su sentido sustantivo, pero sobre todo en sus diversas aperturas, distinguimos la especificidad de una lectura sobre lo político que es deudora, en parte, del marxismo clásico (sobre todo de Marx y Lenin), pero que trasciende en gran medida los aportes de éste al ampliar el análisis de lo social y lo político. 

			Partiendo de reconocer el potencial revolucionario de la clase obrera, Gramsci observó las diversas dificultades de la organización de los trabajadores en sociedades en las que la explotación y dominación capitalista estaban cruzadas por relaciones sociales, políticas y culturales que las hacían posibles y que incluso las aseguraban. De ahí que, cuando en diversos pasajes de sus notas carcelarias se refiera a la revolución comunista escoja el término reforma intelectual y moral de la sociedad, en el entendido de que en ciertas sociedades la conquista política y la transformación del modo de producción capitalista están acompañadas de un proceso de articulación entre los grupos subalternos que asegurase la defensa —no militar— de los espacios (trincheras) ganados. Así, da forma al análisis de correlación de fuerzas y de coyuntura, a sabiendas de que las condiciones de dominación están siempre tensionadas por el conflicto, entre la coerción y el consenso.

			En uno de esos pasajes, en el cuaderno VI, afirma que “Estado = sociedad política + sociedad civil, o sea hegemonía acorazada de coerción” (Gramsci, 1984: 76). El Estado aparece entonces como la condensación histórica del poder que consigue una clase o clases sobre el resto de la sociedad. Las clases alcanzan su unificación y se convierten entonces en clases dirigentes, en un sentido general, es decir, logra por diversos medios asegurar la conservación de su proyecto, a prolongarlo en el tiempo. Empero, se trata de un espacio de disputa, controlado o dirigido por intereses y grupos específicos que se encuentran en pugna permanente. De esta manera, la distinción entre sociedad política (Estado político) y sociedad civil, si bien quiere diferenciar dos ámbitos de acción, refiere al desarrollo de un mismo proceso histórico-político, que sería justamente el de la conformación de las clases y de las instituciones sociales y políticas que le confieren una cierta especificidad a las relaciones sociales de dominación. 

			Entonces, ni el Estado se reduce a ser la “comisión administradora de los negocios comunes de la burguesía” ni la sociedad civil es el espacio exclusivo de la realización económica. De este modo se trasciende una concepción instrumental de la política para internarse de lleno en la complejidad de la organización sociopolítica (Thwaites Rey, 2007). Se trata de lo que Gramsci llamó Estado ampliado, con lo cual se refiere a la organicidad de lo político, lo social y lo económico, asumiendo que es la dialéctica entre estos tres campos lo que marca la correlación de fuerzas en un momento dado del proceso de unificación de los grupos subalternos.

			La categoría de hegemonía adquiere también una doble connotación; se trata de pensar las dinámicas consensuales —y no sólo coercitivas— de la dominación, lo que tiene implicaciones en la estrategia y el conflicto. Coerción y consenso, como se dijo, son las dos caras de un proceso general de dominación que ayudan a comprender los matices y formas específicas de dicha dinámica. Uno de los fenómenos observados por Gramsci que, sin embargo, aún mantiene una expresión actual, es aquél que él denominó revolución pasiva, ésta supone la imposición y conducción autoritaria de cierto orden político y económico en una época de quiebre a favor de los grupos dominantes y en el que los intereses de las clases trabajadoras y populares quedan subsumidos en la lógica del capital. Ese proceso, según su radicalidad, se entrelaza necesariamente con la hegemonía en la medida en que constituye un nuevo pacto —restaurador— en la sociedad (Morton, 2011). Así pues, la historia, la cultura, las tradiciones, el sentido común, la ideología, etc., son todos elementos sin los cuales no puede entenderse la identidad de los grupos subalternos y del porqué se rebelan en determinadas circunstancias y en otras no; por qué en algunas de esas experiencias se puede avanzar en la profundidad de las transformaciones y en otras el fracaso es inmediato.

			Entonces, la categoría de Estado ampliado permite distinguir en un nivel analítico la sociedad política de la sociedad civil y sustraer las características de cada una; de ahí se desprende que, según la interpretación de Gramsci, sean las “instituciones vulgarmente llamadas privadas de la sociedad civil” (escuelas, iglesias, partidos políticos, sindicatos, medios de comunicación, etc.) y no sólo el aparato estatal, las que dan seguridad y estabilidad a la dominación. Se entiende así que el grado en que dicha dominación permee las clases sociales sea indicativo del cómo la hegemonía se expresa en cada sociedad y de las posibilidades (históricas) de la reforma intelectual y moral.[1] 

			La hegemonía como fenómeno discursivo: Laclau y Mouffe 

			En este apartado consideramos ciertas categorías propuestas por Laclau y Mouffe para estudiar la hegemonía, y se las usa como referencias para analizar el caso peruano. Destacamos cuatro conceptos: discurso, sutura, lógica de equivalencias y puntos nodales. La manera en que Laclau y Mouffe conciben la hegemonía está atravesada por lo que podríamos llamar la cuestión del sujeto y el problema de la universalidad. Según estos autores —quienes coinciden con Gramsci—, las identidades políticas de los sujetos son siempre relacionales. Si la identidad de los sujetos se define en relación con los otros no se le asume como un dato apriorísticamente dado, sino todo lo contrario; la definición de las identidades políticas se realiza en la producción social de sentidos (Laclau y Mouffe, 2004).

			La producción social de sentidos es estudiada desde este enfoque a través del análisis del discurso, el cual toma en cuenta no sólo lo lingüístico, sino también lo extralingüístico, toda vez que ambos manifiestan los sentidos que estructuran el comportamiento social. En otras palabras, el análisis del discurso nos aproxima al orden simbólico y al imaginario manifiestos en el orden social; el primero entendido como las reglas que orientan las acciones de los sujetos políticos, y el segundo como las representaciones que éstos tienen de sí mismos y de su entorno social.

			Por otra parte, los autores sostienen que las identidades son también precarias, ya que existe una brecha entre identidad e identificación imposible de ser superada. Desde esta perspectiva, las identidades políticas de los sujetos se definen no por su plena realización en la experiencia social, sino por su experiencia de falta o ausencia de realización. Acá entra a actuar la noción de sutura, la cual supone que la identidad se define por la brecha entre el sujeto y el Otro del orden simbólico. La sutura se manifiesta no sólo por la falta que experimenta el sujeto para la realización de su identidad, sino también en su disposición para la búsqueda de un cierre. Esta brecha entre identidad e identificación del sujeto se corresponde con la apertura de lo social, esto es, la ausencia de un fundamento último que defina el orden social. 

			Ahora bien, si lo social está caracterizado por la ausencia de un fundamento último que defina su organicidad, lo que tenemos es la absoluta heterogeneidad, por tanto ¿cómo es posible desde este enfoque una noción de totalidad de lo social? Para Laclau y Mouffe esta indeterminación es el campo de la política en general pero sobre todo de la hegemonía en particular. La hegemonía supone que una fuerza social particular asume la representación de una totalidad que es radicalmente inconmensurable con ella (Laclau y Mouffe, 2004). Esta representación se hace posible a partir de equivalencias que se originan entre las diferentes demandas de las fuerzas sociales no resueltas por el Estado. Así, los sujetos demandantes descubren que tienen “algo en común”, lo cual no es otra cosa que un otro (el arcaísmo socialista, la dictadura, la oligarquía, etc.) que les impide la realización de sus objetivos y que debe ser excluido del orden social que se desea. Con base en la definición de una frontera política —nosotros/ellos; amigo/enemigo— esta lógica de equivalencias redefine las identidades de los propios sujetos demandantes, generando una identidad compartida que no subsume su particularidad. Los diferentes sujetos articulados por las equivalencias no quedan totalmente asimilados por esta última, por lo cual la experiencia de las diferencias nunca queda borrada. 

			La “regularidad en la dispersión” que se logra con las equivalencias de la hegemonía supone a su vez la acción de puntos nodales, la cual permite fijar parcialmente ciertos sentidos socialmente compartidos. Los puntos nodales posibilitan la articulación de diferentes sujetos sociopolíticos debido a su identificación con ciertos significantes. Términos como libertad, inclusión, revolución, entre otros, al convertirse en significantes vacíos —es decir, en significantes sin significado último— permiten aglutinar diversas demandas sociales a partir de un objetivo compartido. Lo que para racionalistas de la política resultaría un problema —pues demandan definiciones lógicas claras—, para el postmarxismo de Laclau y Mouffe resulta una virtud ya que los significantes vacíos permiten la interpelación de las masas. Los significantes vacíos encarnan aquellas aspiraciones de lo social como realización, aspiración que resulta necesaria pero a la vez imposible.

			***

			Con fundamento en lo expuesto, consideramos que ambos enfoques son parcialmente complementarios, según se puedan establecer convergencias y tensiones conceptuales.[2] Destacamos dos convergencias clave: uno y otro enfoques coinciden en identificar el carácter relacional de las identidades políticas y reconocen la disputa de sentidos como constitutivo de la política. En Gramsci, esta premisa sugiere un análisis de la hegemonía en los diferentes terrenos (la cultura popular, la educación, el Estado, etc.), en donde se disputa la dirección de los sentidos socialmente compartidos. Por su parte, en Laclau y Mouffe, esta premisa fundamenta el análisis discursivo de la hegemonía al identificar el conflicto como constitutivo del orden social. 

			Como dichos enfoques estuvieron orientados a plantearse diferentes preguntas, es evidente que sus desarrollos teóricos los condujeron por caminos disímiles. Apelamos a la obra de estos autores debido a que entendemos —como lo hicieran varios años atrás De Ípola y De Riz (1985)— que el concepto de “hegemonía es un poliedro”. En ese sentido, nos centramos en los ejes comunes de ambos enfoques que atraviesan la categoría de hegemonía para realizar la comparación. En el caso mexicano utilizaremos el análisis propuesto por Gramsci, mientras que para el caso peruano retomaremos los aportes de Laclau y Mouffe para examinar las disputas entre las identidades políticas, el sistema político y la política económica que, en conjunto, nos permiten apreciar las aperturas y límites del neoliberalismo en ambos países.

			El orden hegemónico neoliberal y el transformismo democratista en México (1982-2011)

			La reconfiguración sociopolítica de México, a partir de la implementación de políticas económicas ortodoxas durante las últimas dos décadas del siglo XX, es un proceso inacabado cuyos efectos se prolongan hasta la actualidad. A esa ecuación hay que añadir el hecho decisivo de que hasta el año 2000 se logró la alternancia democrática, que supuso el reordenamiento institucional y partidista, pero también la aceleración del proyecto excluyente que se había iniciado desde los últimos sexenios del priismo. 

			La conformación del orden hegemónico neoliberal en esta nación ha sido un proceso precario e inestable, lleno de fisuras y desgarramientos sociopolíticos que hoy tienen al país inmerso en una crisis social sin precedentes. Al mismo tiempo, no se puede pasar por alto que la clase gobernante ha logrado naturalizar el proyecto socioeconómico neoliberal, de la mano de la coerción y la violencia, evidenciando, más que nunca, que la crisis no es el estado de excepción, sino la forma ordinaria de reproducción de dicho sistema en México. 

			En las líneas que siguen se presenta una interpretación sobre algunos aspectos generales que han dado forma al Estado ampliado en México para caracterizar lo que en este artículo denominamos la formación del orden hegemónico; a grandes rasgos, se han propuesto tres apartados que condensan, en nuestra opinión, algunas de las fases de ese proceso de “mutación epocal”, en el que se desestructuró por completo lo que quedaba de la forma nacional-popular del Estado mexicano para dar paso a la nueva forma de socialidad, apoyada sobre el libre mercado, la promoción de la competitividad y el apuntalamiento de la democracia representativa, como único mecanismo de participación política (Roux, 2005).

			La cartografía política del México neoliberal: viejas identidades emergentes

			Los últimos tres gobiernos federales del siglo XX administrados por el Partido Revolucionario Institucional (PRI), pero sobre todo los de Miguel de la Madrid (1982-1988) y Carlos Salinas de Gortari (1988-1994), representan el punto neurálgico del neoliberalismo en México, no porque después se haya atenuado o modificado el proyecto, sino porque sin esos doce años es difícil comprender el desarrollo —económico, político y social— que ha seguido en los sexenios posteriores, hasta la actualidad. 

			Si la elección de Miguel de la Madrid se produjo dentro de los cauces “típicos” del presidencialismo priista, la de Carlos Salinas se dio recurriendo al control autoritario del aparato estatal para frenar la alternativa popular que representaba la candidatura de Cuauhtémoc Cárdenas, fisura producida en el seno de la corriente nacionalista del mismo PRI, con la que abrió paso a una nueva época de protestas por la democratización del Estado. Como se dijo al inicio de este apartado, la formación del orden hegemónico fue un esfuerzo que pasó por la necesidad de naturalizar los efectos de la crisis económica y política como mecanismos de contención, coacción, fragmentación y actualización de viejas estrategias de filiación prebendal (políticas focalizadas), que se mantuvo en grandes regiones del país y sectores sociales como la única posibilidad de supervivencia. 

			Por un lado, durante el “salinato” quedó conformada la clase empresarial, industrial y financiera, que se convirtió en la punta de lanza del neoliberalismo en el país. Al amparo de las reformas estructurales y de la apertura comercial aplicada durante ese sexenio, nacieron grandes corporaciones económicas nacionales, al tiempo que se benefició también a capitales trasnacionales, al entregarse bancos, paraestatales, carreteras, puertos, y trenes. Si bien más adelante algo de estas reformas estructurales se tratará con mayor detenimiento, conviene señalar aquí que, en términos de formación de sujetos y clases estratégicas, en esos años asistimos a un proceso tremendamente significativo, en la medida en que con la organicidad entre clase política y sectores empresariales se codificaron los elementos identitarios de un nuevo modelo excluyente.

			En contraparte, se desmantelaron espacios de “socialidad y acción colectiva (como el sindicato o el ejido), sustituyéndolas por formas individualizadas y fragmentadas de vinculación social” (Roux, 2005: 229). El desmontaje del esquema nacional-popular tenía como trasfondo romper con ese andamiaje social, político y cultural construido a lo largo de varias décadas y que, en buena parte, había definido las formas de vinculación entre la sociedad política y la sociedad civil; la clausura de la “revolución hecha gobierno” supuso la reconfiguración del aparato estatal que se fragmentó, sin perder su centralidad jurídica-política, y adquirió un renovado carácter autoritario.

			La pérdida de importancia de la matriz sindical como eje de articulación de resistencia y lucha, aun en un plano de las reivindicaciones corporativas, es uno de los ejemplos más visibles de los impactos que las reformas estructurales iniciadas desde los años ochenta trajeron consigo en el terreno de las identidades sociopolíticas. Más allá de que el régimen político supo hacer del sindicalismo oficial uno de sus bastiones para asegurar la gobernabilidad, está claro que con las reformas en el mundo del trabajo, que en general consistieron en la flexibilización y precarización laboral, el sindicato como espacio de subjetivación política fue prácticamente anulado. Empero, la resistencia fragmentaria de los sectores populares a los efectos de la crisis económica y la político-institucional adquirió una tendencia marcadamente democratizadora: primero el quiebre interno a raíz de las elecciones de 1988 y, al término de ese sexenio, la emergencia armada del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) señalan, de alguna manera, el proceso de radicalización por el que atraviesan diversos sectores de la sociedad mexicana. 

			La de 1988 fue una fractura que marcaría el término de la mecánica del sistema político mexicano; de la llamada Corriente Democrática del PRI se escindió un grupo de políticos que cuestionaban el tipo de conducción estatal, que para entonces ya era marcadamente antipopular. La consecuencia inmediata fue la formación del Frente Democrático Nacional (FDN), espacio donde confluyeron, brevemente, diversas corrientes y partidos que postularían a Cuauhtémoc Cárdenas a la presidencia, que sólo perdería con la perpetración de un fraude electoral en beneficio del candidato priista (Anguiano, 2010; Rodríguez Araujo, 2009).

			Aquella experiencia daría pie en los años subsiguientes a la conformación del Partido de la Revolución Democrática (PRD), que funcionó, al principio, como un espacio de articulación de las izquierdas institucionales y sociales, de partidos en extinción y organizaciones populares que aspiraban a incidir en la esfera institucional del Estado. Se dice que una nueva sociedad civil apareció en escena a raíz de aquella crisis sociopolítica, con capacidad de organización y con demandas que atravesaban a una sociedad precarizada, cuyos antecedentes más cercanos se encontraban en las movilizaciones estudiantiles y gremiales de los años sesenta y setenta, en la solidaridad ciudadana del terremoto de 1985 y en el hecho de que la alternativa del régimen surgiera del seno mismo del PRI (Stavenhagen, 1993). 

			Con el curso de los años, se demostraría que los elementos políticos movilizados a partir de la conformación de la estructura perredista no eran suficientes para dirigir, en sentido gramsciano, el cúmulo de fuerzas políticas populares emergentes. De cualquier manera, es innegable que, apenas en su infancia, el neoliberalismo había encontrado importantes oposiciones que forzarían la puesta en marcha de arreglos internos para sostener y prolongar su desarrollo. Una cierta subjetividad política nacional-popular de oposición, con asideros que, como decía, se anclaban en luchas democratizadoras anteriores y que se orientaban hacia la ruptura del autoritarismo presidencial, comenzaba a mostrar algunas de sus primeras expresiones en esos años.

			Sin omitir los posteriores esfuerzos de adecuación institucional en años subsecuentes que pretendían apuntalar las pautas procedimentales de la contienda política, lo cierto es que el proceso de transición democrática se pospuso indefinidamente y cada intento de ruptura y oposición se encontraría, una y otra vez, con la cerrazón del nuevo régimen tecnocrático-autoritario. 

			Evidentemente el desafío que supuso la rebelión zapatista en 1994 fue uno de los más serios, no sólo por el carácter de revolución armada —problema que militarmente era contenible—, sino porque de nuevo se evidenciaba la imposibilidad del régimen para incorporar, de manera democrática, a sujetos que históricamente habían sido marginados y orillados a condiciones de explotación y miseria. La fuerza del zapatismo, que pronto trascendió fronteras, radicaba en la crudeza de su sencillez, en haber sido capaces de levantar la voz e interpelar a la sociedad entera. Destacadamente, el EZLN fue la primera organización política que identificó que las causas de la pobreza y la explotación de los últimos años provenían justamente de ese giro neoliberal, y con ello inauguraron una nueva época de resistencias y luchas antineoliberales.

			Transcurrieron tres sexenios (desde 1988 hasta 2006), para que nuevamente surgiera una posibilidad de candidatura popular en las elecciones federales. La emergencia política de Andrés Manuel López Obrador mostró que diversos sectores seguían pugnando por una alternativa de izquierda que llevase adelante la democratización del Estado, pero también evidenció que las élites políticas y económicas no estaban preparadas ni dispuestas a perder sus espacios de poder.

			Sin entrar en pormenores de aquella elección, conviene presentar algunos elementos para establecer la importancia de la emergencia del lopezobradorismo en el campo político mexicano, pues justamente luego de la “derrota” —así sentenciada por las autoridades competentes— de las elecciones federales de 2006, se puso en marcha una dinámica de participación (al principio directamente vinculada con los partidos de centro-izquierda mexicanos: Frente Amplio Progresista, FAP) y que desde entonces se intenta configurar como un espacio masivo de organización de diversos sectores populares.

			Los alcances, formas y contenidos de este fenómeno de participación política rompen, de alguna manera, con los moldes heredados del pasado autoritario, pero también implican una novedad en cuanto representación en el incipiente sistema de partidos mexicano, mismos que desde siempre se han encerrado en los estrechos márgenes de la institucionalidad. Ahora bien, para aquilatar su potencial político, sugerimos analizarlo como un proceso articulatorio, en el sentido de la construcción de hegemonía que arranca desde la sociedad civil misma, lo que en definitiva lo alejaría de la actual forma elitista de funcionamiento de los partidos e instituciones de representación existentes en el país, sin que ello implique, como se verá, la renuncia a la política y a lo político como estrategia. 

			No se trata de un movimiento social en el sentido convencional, pero tampoco es meramente una expresión paralela —el brazo informal, si se quiere— de los partidos políticos con los que se identifica. Ha funcionado como un espacio multiforme donde los sectores populares marginados (campesinos, trabajadores, estudiantes universitarios, profesionistas, clases medias precarizadas y sectores populares, etc.) han encontrado la posibilidad de pertenecer a una organización política y de formar parte de un proceso de lucha frente a un sistema históricamente excluyente. En lo ideológico, este movimiento estaría más cerca de posturas de izquierda nacional-populares y en parte ello explica su perfil pluriclasista, que le da el carácter de masas en una sociedad tan polarizada como la mexicana. 

			Justamente para comprender la dinámica de este proceso mexicano, deben rescatarse al menos dos figuras que han sido construidas en diferentes momentos en el curso de estos años —de 2006 a la fecha—, mismas que dan cuenta de la novedad del lopezobradorismo. En primer término el “Gobierno Legítimo de México”, una figura de diseño cuasi institucional, conformada en los posteriores meses inmediatos a la elección de 2006, que funcionó al margen de toda institucionalidad legal, y cuya existencia quería denunciar la “ilegitimidad” de todas las instancias políticas y de gobierno involucradas en las irregularidades de aquella elección. A finales de 2011, el día 2 de octubre, fecha simbólica para la izquierda mexicana, perfilándose hacia una nueva etapa de disputa por el poder político del Estado, se ha conformado el Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), que de la mano de un documento titulado Proyecto Alternativo de Nación —un diagnóstico general de la sociedad mexicana y una plataforma de propuestas elaboradas por el núcleo central del movimiento—, busca ser el catalizador final de la organización popular construida durante todo este lapso.

			Todos estos componentes explican la crisis de representación del sistema político mexicano en su conjunto y dan constancia también de la capacidad de organización de diversos sectores populares, a contrapelo del autoritarismo institucional de los últimos tiempos. 

			Las bases de un régimen excluyente. La ortodoxia macroeconómica

			Durante los últimos treinta años de la historia económica mexicana, asistimos a la desestructuración, como advertimos en las otras dos dimensiones discutidas líneas arriba, de la economía nacional tal como se conformó durante el periodo de industrialización previo, que, en un sentido general, podríamos definir como de “autoritarismo desarrollista de Estado”, el cual dio la pauta para el fortalecimiento del mercado interno, sin renunciar a la condición de país periférico, con el Estado como directriz, aunado a un aparato de gobierno altamente burocratizado que hizo de la cooptación y la represión sus bastiones fundamentales. La llamada “era dorada de la industrialización” y del desarrollo con estabilidad macroeconómica (Moreno-Brid y Ros, 2010) fue posible, en buena medida, porque existía el andamiaje político institucional que, con la robustez de la hegemonía del partido de Estado, aseguró ese ciclo de reproducción de capital. De ahí que sea posible afirmar que “el Estado burocrático autoritario del pasado fue rector y motor del desarrollo capitalista de México […], pues generó un impulso a la modernización y al mejoramiento social del país, pero ante todo sirvió al fortalecimiento de los grandes grupos económicos nacionales y transnacionales de un capitalismo dependiente y subordinado y generó un poder cerrado y opresivo sobre la sociedad, con una ciudadanía formal y despolitizada” (Oliver, 2012).

			Salvo en coyunturas bien definidas, tanto el aparato de gobierno como el desarrollo económico parecían inquebrantables, dando la impresión de que la estabilidad macroeconómica se prolongaría indefinidamente. Sin embargo, en los setenta, las primeras muestras de agotamiento del modelo desarrollista empezaron a mostrarse, acarreadas por cismas económicos mundiales que evidenciaron la debilidad estructural del modelo implantado en el país. La respuesta, como sabemos, fue la liberalización de los mercados y la desregulación, parcial, del proteccionismo estatal. Ese proceso inició en México durante el gobierno de Miguel de la Madrid (1982-1988), primero como acciones de emergencia y contención, de resultados magros (de ahí que se le llamara la “década perdida”), frente a los “choques exógenos”.[3]

			La expresión radical del neoliberalismo llegó en la siguiente administración, gobierno que, por otra parte, cargaba con el peso de la ilegitimidad derivada del fraude electoral (suficientemente bien documentado). En términos de configuración hegemónica, como se dijo al inicio, durante este sexenio nació la nueva clase empresarial mexicana, en consonancia con el giro tecnocrático que se dio en la dirección del aparato estatal. La imposición de Salinas de Gortari estaría ligada a la necesidad de avanzar en la profundización del proyecto neoliberal, iniciado incipientemente en el sexenio precedente, y que con seguridad encontraría más obstáculos de no haberse llevado a cabo. 

			La firma y entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) fue la expresión más aguda del neoliberalismo en México, ya que implicó la renuncia al desarrollo económico soberano, en la medida en que los flujos de capital y de mercancías provenientes de los mercados de Canadá, y sobre todo de Estados Unidos, rompieron con las cadenas productivas nacionales, dejando espacio sólo para grandes empresas —muchas de las cuales nacieron o se consolidaron con la privatización de bienes públicos—, lanzando a la marginalidad, informalidad y precariedad laboral a millones de pequeños y medianos propietarios, tanto en el campo como en las ciudades. 

			Ese proceso de apertura y flexibilización ha continuado sin modificaciones hasta la fecha y ha propiciado que, en términos generales, se diga que la macroeconomía mexicana se ha centrado en la estabilidad de los indicadores, más que en el crecimiento del PIB. Además, la población económicamente activa (PEA) que en efecto está empleada ha sido desplazada principalmente al sector terciario (62.39%, según datos de 2010); de la población que se encuentra “ocupada” laboralmente, oscila en los cuarenta y cuatro millones; el 57.5% recibe como remuneración menos de tres salarios mínimos; el 64.5% no tiene acceso a las instituciones de salud del Estado, y el 28.7% se encuentra en el sector informal.[4]

			Así pues, la ortodoxia macroeconómica tuvo impactos evidentes en la relación entre sociedad política y sociedad civil, generando, en algunos casos, nuevos mecanismos y, en otros, reconfigurando viejas prácticas, a través de los cuales se quiso ejercer la hegemonía largamente construida por el priismo. Empero, en la lógica misma de su ejecución, la formación del orden neoliberal minó, casi por completo, todos los espacios a través de los cuales esa hegemonía podía desarrollarse. Poco a poco, cuando diversos canales institucionales fueron cerrados a la participación de sectores populares, y cuando en general la clase política claudicó a la reforma democrática del sistema, fue quedando claro que el sistema político se volvió cada vez más coercitivo que consensual, es decir, se impusieron las formas de la violencia como contención del conflicto y la protesta social. 

			La “política espectáculo”[5] o los límites de la democracia representativa. Fin de siglo ¿alternancia o revolución pasiva?

			En términos de reformas políticas, o de transformaciones en el ámbito de la política institucional, el avance más destacado se dio con la alternancia partidista del año 2000.[6] No sólo porque supuso el fin de la continuidad de gobiernos priistas, sino porque con ello se materializó la tendencia democratizadora latente en diversos grupos de la sociedad mexicana.[7]

			Más allá de la aparente organicidad, que presenta a los grupos de derecha política y económica como los triunfadores que lograron, primero, sostener y ampliar sus intereses aprovechando la alternancia (2000) y sorteando, después, una profunda crisis de legitimidad institucional (2006), que desde entonces ha tomado el cauce de la violencia como forma de supervivencia de una soberanía cada vez más desgastada, es necesario que reconozcamos las diferencias, las rupturas y continuidades entre el régimen previo y el que ha querido surgir —sin demasiado éxito— a la alternancia partidista.

			Hasta qué punto se distinguen esas continuidades y rupturas entre el régimen político sostenido por el PRI, sobre todo una vez dado el giro neoliberal y el que ha enarbolado el PAN durante la última década, es un tema ineludible para tratar de entender la coyuntura política mexicana actual, sobre todo para dimensionar la praxis política de la izquierda partidista y de los movimientos sociopolíticos, así como para intentar un análisis de la relación entre la forma de Estado y la dinámica de la sociedad civil. 

			Ahora bien, la izquierda partidista, después de su casi heroica irrupción en la esfera institucional en 1988, no recompuso, en lo sucesivo, una estrategia de progresiva radicalización dentro de las instituciones de representación, ni dieron empuje a las transformaciones populares en los espacios de poder que alcanzaron por la vía electoral; se conformaron con refuncionalizar lógicas asistencialistas —típicamente priistas— que los prolongan como gobernantes, sin que ello se refleje en un programa definido. Es cierto que su presencia en instancias de gobierno estatal y en los órganos legislativos federales y locales ha modificado la correlación de fuerzas dentro de estos espacios, incorporando demandas populares; empero, tampoco se olvida que esa izquierda partidista se ha sumado, en varias ocasiones, a los proyectos económicos y políticos que más han beneficiado al bloque de poder dominante en México. 

			El desgaste de los líderes fundadores del perredismo, sumado a las recientes disputas por la dirección de este partido, que sugerirían una polarización de las posiciones internas, lo han vaciado de contenido ideológico y de horizonte político. A pesar de ello, todavía en 2006, el PRD y la coalición de partidos que acompañó la candidatura de Andrés Manuel López Obrador tuvo la fuerza para soportar los embates del oficialismo, pero su propia debilidad estructural terminó por ser definitiva para que la estrategia mediática del PAN, además de los incontables recursos ilícitos de los que se valió, lograra la victoria en aquellas elecciones federales, por lo que es necesaria alguna valoración de la capacidad que pudiera tener el PRD para superar esas disputas, de cara a un nuevo proceso electoral que resultaría definitivo en el futuro inmediato.

			En un sentido más general, los movimientos sociales y políticos de estos últimos años han tenido que sortear, y en algunas ocasiones claudicar, frente al poder de un régimen que les ha cerrado, una y otra vez, los canales institucionales de participación y procesamiento de sus demandas. Frente a ese generalizado contexto de violencia (desaparición forzosa y encarcelamiento injustificado; criminalización mediática, opacidad jurídica, etc.) de los años recientes, diversos movimientos sociales han optado por salvaguardar espacios de existencia mínimos y volcarse hacia una dinámica de resistencia que se mueve en la dimensión de la subjetividad subalterna y sólo en condiciones muy específicas alcanza tonalidades antagónicas.[8]

			En términos de la dinámica hegemónica, las diversas organizaciones sociopolíticas que han aparecido en los últimos años no parecen haber logrado articular demandas y proyectos que les permitan disputar el poder al Estado. El horizonte de expresiones es amplio, y se mueve desde el autonomismo zapatista, pasando por una serie de experiencias como la de la APPO, la organización comunitaria en Cherán, la defensa territorial de Wirikuta, la resistencia del FPDT, hasta otras de tipo corporativo, como la del Sindicato de Electricistas. 

			Durante la década pasada, el lopezobradorismo intentó funcionar como un polo contrahegemónico, pero, en la medida en que su desarrollo se mantuvo en la lógica de la disputa electoral, no alcanzó a vincular a otras organizaciones y espacios de resistencia social. De cualquier modo, es una de las experiencias de politización de sectores populares más destacadas y su presencia en el campo político mexicano marca ya una etapa en la correlación de fuerzas. 

			Pensando justamente en esa correlación de fuerzas a partir de la alternancia democrática, durante los primeros años del presente siglo, con un gobierno legítimamente electo, los movimientos sociopolíticos evidenciaron, con sus demandas y protestas y mostrando las tensiones entre diversas formas de subjetividad política (subalternidad/antagonismo/autonomía), que el régimen no estaba en condiciones de modificar su lógica de articulación con la sociedad civil. Cuando se suponía que el diálogo y el consenso —como forma de articulación entre posiciones políticas divergentes— marcarían una nueva etapa en la democratización del país, las modificaciones de las pautas formales e informales de participación e inclusión fueron mínimas y, en muchos casos, simplemente heredadas íntegramente por el viejo régimen.

			En 2006 se develó por completo que en México la relación Estado-sociedad civil continuaba bajo la lógica de la dominación y la fractura, o la escisión permanente. La represión y violación de derechos humanos y garantías individuales en San Salvador Atenco y en la ciudad de Oaxaca[9] fueron la muestra y el preámbulo más dramático de lo que sucedería en julio (Modonesi et al., 2010).

			La alternancia democrática fue, entonces, un proceso condicionado por la organicidad entre la clase dominante y la clase política dirigente, y aunque no fue menor que el priismo abandonara la administración del Estado, no se puede afirmar que el régimen político haya avanzado hacia condiciones que permitieran sostener que se había consumado la alternancia democrática.[10] En efecto, se trató de un arreglo partidista cuya historia era un poco más lejana y que implicaba la necesidad de llevar adelante, con las salvaguardas que prodiga la legitimidad democrática, el proyecto neoliberal del cual el priismo fue el primer y principal promotor desde la década de 1980, tal como lo señala Córdoba:

			El razonamiento que los instigó a modificar su estrategia de política, si ya estaban conscientes de que en el futuro próximo no podrían seguir gobernando solos, fue de seguro buscar y encontrar con quién aliarse y proceder en consecuencia. Era obvio: el PAN todavía seguía siendo el tradicional partido de oposición (oposición “responsable”, se definía a sí mismo) con vocación democrática. Había que comenzar a convencer a la dirigencia panista de que no pasaría de ser eso, una mera oposición, si no se abría a una alianza histórica con el PRI, vale decir, con los grupos neoliberales que dominaban el gobierno (Córdoba, 2009: 94).

			Así pues, cuando se alcanzó la alternancia partidista en la Presidencia de la República, el contenido ideológico y político y, desde luego, el proyecto económico puesto en marcha casi diez años antes, estaba asegurado. La hegemonía del priismo, si por ello se entiende exclusivamente su conducción del aparato estatal, había llegado a su fin cuando, justamente, “la revolución hecha gobierno” se enterró con el neoliberalismo. Eso suponía que el contenido nacional-revolucionario o nacional-popular que caracterizó al régimen político mexicano durante décadas se transmutara en una versión local del neoliberalismo, que ya por entonces era dominante en el mundo y en Latinoamérica. 

			En ese “cambio de ropaje” radica una de las mayores especificidades del viraje neoliberal en México y de la forma que asumió la estructura estatal desde entonces, y es que con ello se desmontó la matriz societal de la cual emergió una gran cantidad de formas de organización política y social (sindicatos, corporaciones patronales, partidos) que fueron sostén permanente del régimen. 

			Visto de esta manera, es posible decir que las modificaciones sufridas en la estructura política partidista fueron un nuevo pacto entre élites, una suerte de revolución pasiva o transformismo democratista que no trastocó intereses fundamentales y que se limitó a refuncionalizar, hasta donde fue necesario, viejas prácticas de incorporación subalternizada de sectores populares; en lo general, el gobierno surgido en el año 2000 no capitalizó el margen de legitimidad otorgado por el primer proceso electoral incontestado. En lo subsiguiente, esa legitimidad se transformó en crisis de la institucionalidad, llevando hasta el límite las formas de dominación y exclusión del Estado. 

			La siempre inestable relación entre Estado y sociedad civil, entendida en un sentido gramsciano como la articulación hegemónica, está cada vez más vacía de formas y dinámicas consensuadas de manera política, justamente por la inexorable crisis de representatividad y legitimidad del aparato político gobernante.

			Neoliberalismo y hegemonía precaria en Perú (1990-2011)

			Los cambios sociales, económicos y políticos ocurridos en Perú desde 1990 han sido estudiados desde diferentes enfoques teóricos y, por ende, desde objetos de estudio diferentes. Los enfoques socioeconómicos han hecho hincapié en el análisis del cambio de modelo económico y su impacto en la estructura social (Arellano, Althaus, Torres). Desde la sociología se ha analizado la influencia de poderes fácticos en el Estado (Durand, Dammert, Gonzales de Olarte, Lynch). Desde la ciencia política se ha priorizado el estudio de los cambios institucionales de la democracia peruana (Tanaka). Si bien consideramos que cada uno de estos análisis contribuye en el estudio del fenómeno neoliberal en Perú, la ausencia de un análisis que vincule lo sociopolítico, lo económico y lo cultural limita el reconocimiento de sus alcances y límites. Para tal objetivo apelamos a la problemática de la hegemonía, analizando los gobiernos de Alberto Fujimori (1990-1995 y 1995-2000), Alejandro Toledo (2001-2006) y Alan García (2006-2011). Nos interesa destacar las decisiones que definieron la acción del Estado a largo plazo y otras que respondieron a intentos por fortalecer o profundizar el discurso neoliberal.[11]

			Estrategias de interpelación: la redefinición de las identidades políticas[12]

			Tomemos como punto de partida las elecciones generales de 1990. Desde el inicio de su campaña en las elecciones de 1990, Alberto Fujimori buscó interpelar a los sectores sociales más golpeados por la aguda crisis económica, política y social que sufría Perú desde finales de los ochenta.[13] Los sindicatos de obreros, campesinos y empleados, así como los partidos políticos —que en el proyecto nacional-popular habían servido como instancias de relación entre la sociedad y el Estado—, manifestaban una profunda crisis de convocatoria y articulación de demandas. Por ello, fueron los “informales”, los llamados “cholos emergentes”, los marginales, los no organizados, a quienes Fujimori buscó representar. Así, mientras en dichas elecciones Vargas Llosa fue identificado como el candidato de los ricos y blancos, Fujimori logró ser identificado con los sectores populares y alejado de la “clase política tradicional”, la cual era vista con rechazo por la población.

			Ganadas las elecciones, y a falta de una organización política sólida, Fujimori consolidó su poder a partir de una serie de articulaciones con diferentes agentes, entre los que destacaron el empresariado y las Fuerzas Armadas.[14] Estas últimas reemplazaron su discurso reformista de décadas pasadas por un discurso centrado en la seguridad nacional, frente al avance de los grupos subversivos Sendero Luminoso (SL) y el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA).[15]

			El primer gobierno de Fujimori desplegó un discurso cuyo nodo discursivo central era la “emergencia y reconstrucción nacional”, el cual dio forma al neoliberalismo a la peruana. Según el gobierno, la crisis nacional —manifestada en la hiperinflación, el aumento de la pobreza y la violencia generalizada—, había sido causada por la aplicación, desde décadas antes, de medidas económicas y políticas erróneas que se basaban en el estatismo. Los responsables de la crisis —según este discurso— eran los partidos políticos tradicionales, que al gobernar de forma ineficiente y de acuerdo a sus intereses, habían generado en Perú una partidocracia.[16] Por tanto, la situación del país demandaba que se le declarara en estado de emergencia, con lo cual se hacía necesaria la ejecución inmediata de una serie de reformas económicas y políticas. Así se lograría la “reconstrucción nacional”, sobre la base no de intereses particulares, sino de criterios técnicos. El carácter contingente de las decisiones políticas fue continuamente presentado por el gobierno de Fujimori como necesario, pues se alegaba la no existencia de otra mejor alternativa para lograr la reconstrucción nacional.

			El discurso neoliberal, sustentado en los nodos de la emergencia y la reconstrucción nacional, presentó a Fujimori como hacedor de toda paz y todo bien, en oposición a un pasado de violencia, caos y muerte (Vega-Centeno, 1994).[17] El gobierno tuvo la habilidad de definir una clara frontera política, en la que el nosotros-amigo era Fujimori y el pueblo peruano que, deseoso del progreso nacional, se enfrentaba al otro-enemigo, es decir, los partidos políticos tradicionales y los grupos subversivos. Se definió así un campo político polarizado antagónicamente, según el cual la partidocracia y la subversión no permiten la plena realización o sutura de la reconstrucción nacional. 

			La definición de esta frontera política imprimió al neoliberalismo, en su versión peruana, una referencia al orden como expresión de la pacificación nacional, en contraposición al caos generado por los grupos subversivos y los partidos políticos.[18] De esta manera, el gobierno buscó constantemente interpelar a sus seguidores para reforzar la creencia común de haber superado la situación de emergencia y estar en el camino de la reconstrucción nacional, ganar el apoyo de los indecisos y señalar claramente al enemigo.

			Al inicio del segundo quinquenio (1995-2000), el gobierno ya había logrado redefinir el campo político y posicionar a Fujimori como el líder político indiscutible del país. En cinco años, el gobierno dotó al neoliberalismo de un carácter popular, en el que la articulación del gobierno con las Fuerzas Armadas, el empresariado y la tecnocracia nacional e internacional era estratégicamente complementada con el respaldo de amplios sectores sociales.[19]

			En el decurso del segundo gobierno, la demanda por la pacificación del país perdió progresivamente centralidad entre la población. Luego de la derrota de los grupos subversivos y la estabilización de la economía durante el primer mandato, las demandas por empleo adquirieron mayor relevancia. Éstas no fueron canalizadas efectivamente por el gobierno, que parecía más preocupado por asegurar la doble reelección de Fujimori, generándose fuertes conflictos internos en la articulación hegemónica. El progresivo descontento de importantes sectores sociales, los rasgos autoritarios que se acentuaron en el gobierno y los destapes de actos de corrupción que involucraron al principal asesor presidencial, propiciaron una cierta articulación de diferentes agentes, los cuales bregaron posteriormente por la generación de una transición democrática. 

			La agudización de estos antagonismos, además de presiones internacionales, imposibilitó que el tercer gobierno de Fujimori fuera posible.[20] Sin embargo, algo fundamental ya había ocurrido: en diez años, el discurso neoliberal logró redefinir la dimensión y el papel del Estado, además de ampliar la acción del libre mercado en la sociedad. Esto estuvo acompañado de cambios importantes en el sentido común referido a lo político en importantes sectores de la población.[21]

			Luego de un gobierno de transición que duró poco menos de un año, asumió la presidencia Alejandro Toledo (2001-2006), quien había encabezado diversas acciones en contra de la re-reelección de Fujimori.[22] Reafirmando el neoliberalismo a través de la política económica y el papel estatal, Toledo intentó redefinir la frontera política alrededor de los nodos democracia/dictadura. Desde esta redefinición discursiva, la dictadura estuvo representada por el fujimontesinismo, nodo discursivo que relacionaba los abusos del gobierno de Fujimori con la red de corrupción tejida por Vladimiro Montesinos, asesor presidencial de Fujimori y jefe del Servicio de Inteligencia Nacional durante su gobierno. Así, el gobierno de Toledo planteó un discurso en el cual, para lograr la consolidación democrática —o, en otras palabras, el cierre o sutura democrática—, en Perú se debían eliminar los rezagos del fujimontesinismo.

			Una decisión del gobierno de Toledo, que sin duda afectó a la articulación hegemónica, fue la conformación de la Comisión de la Verdad y Reconciliación (CVR). Este órgano fue creado durante el gobierno de transición de Valentín Paniagua (2000-2001) y continuó sus labores durante el gobierno de Toledo. Entre sus principales objetivos sobresalían los de “analizar el contexto, las condiciones políticas, sociales y culturales, así como los comportamientos que contribuyeron a la situación de violencia, tanto desde el Estado como desde la sociedad” y “contribuir a que la administración de justicia, cuando corresponda, pueda esclarecer los crímenes y violaciones a los derechos humanos cometidos tanto por las organizaciones terroristas, como por los agentes del Estado” (CVR). Sus conclusiones se presentaron en agosto de 2003, las cuales fueron rechazadas por diferentes agentes políticos y sectores de las Fuerzas Armadas que formaban parte de la articulación hegemónica, ya que se les imputaron responsabilidades.

			La capacidad articulatoria de esta nueva frontera política planteada por Toledo fue bastante limitada. Con unas Fuerzas Armadas debilitadas y distanciadas de la articulación hegemónica tras el gobierno fujimorista, el gobierno de Toledo sólo pudo sumar a dicha articulación —y muy periféricamente— al grupo de intelectuales y profesionales que habían sido protagonistas durante la llamada etapa de la transición democrática.[23]

			Además, al igual que Fujimori, Toledo llegó al poder con una débil organización partidaria, pero, a diferencia de aquél, fue incapaz de ganar un amplio respaldo popular durante casi todo su mandato. Esto devino en un problema central para el gobierno de Toledo, pues se debilitó progresivamente el elemento popular del discurso neoliberal, ya que los mecanismos de cooptación y clientela del anterior gobierno se desmantelaron, sin ser reemplazados por otras estrategias que hubiesen acercado al gobierno a las poblaciones menos favorecidas. Así, diversas protestas y conflictos sociales dispersos en todo el país, manifestaron un creciente descontento social.[24]

			El gobierno de Toledo fue incapaz de interpelar a amplios sectores de la población con su discurso basado en la consolidación de la democracia, terminando por apelar al crecimiento y la estabilidad económica para ganar cierto apoyo popular. Con estos nodos discursivos, Toledo buscó demostrar que Perú estaba en el camino correcto hacia el desarrollo y que era cuestión de tiempo para que todos los peruanos advirtieran los beneficios del modelo económico. Este mensaje resonó básicamente entre los ya “conversos”, es decir, la población que disfrutaba de los beneficios producidos por las reformas —la llamada por cierta bibliografía “nueva clase media”—, pero con escasos resultados entre los indecisos. Además, la frontera política democracia/dictadura planteada por el gobierno resultó débil para señalar al enemigo político, pues a fin de cuentas el fujimorismo tenía representantes en el sistema político. A pesar de que otros sujetos sociales y políticos cuestionaron abiertamente el carácter neoliberal del gobierno, éste no los enfrentó políticamente, lo cual hubiera ayudado a fortalecer la identidad de la articulación hegemónica, que, por el contrario empezó a debilitarse. 

			El debilitamiento de la articulación hegemónica se compensó con la dispersión de los “críticos al neoliberalismo”. La limitada capacidad articulatoria de los discursos políticos alternativos permitió la permanencia de un neoliberalismo que había mermado el carácter popular (impreso por Fujimori). Así, durante el gobierno de Toledo, el neoliberalismo mantuvo su hegemonía —ciertamente debilitada— ante la fragilidad de los proyectos políticos alternativos. Esto se convirtió en una de las principales fortalezas del neoliberalismo: la debilidad de sus contendedores en la organización de lo social. Sin embargo, al final del gobierno de Toledo, la reforma de mercado —uno de los principales elementos del discurso neoliberal— parecía por sí misma incapaz de generar tanto una eficaz redistribución de la riqueza como un apoyo extendido entre la población (Grompone, 2006).

			En este escenario, las elecciones presidenciales de 2006 expresaron una amplia demanda del electorado por la inclusión social en un contexto de crecimiento económico. El candidato aprista, Alan García Pérez, ganó la Presidencia de la República apelando a generar un “cambio responsable” en el país. Con este adjetivo de “responsable”, García buscó diferenciarse de su contendiente, Ollanta Humala, quien desde este discurso representaba el caos y la violencia.[25] Así, el segundo gobierno aprista fue elegido con la expectativa de un amplio sector de la población de que lograse conjugar estabilidad y cambio (Grompone, 2006). El gobierno de García (2006-2011) resignificó esas expectativas planteando como horizonte político la posibilidad de lograr un país desarrollado y con justicia social, a partir del fortalecimiento de la articulación hegemónica, debilitada durante el gobierno de Alejandro Toledo.

				En sus primeros meses en el poder, el gobierno reintegró en la articulación hegemónica (en la que se mantenía el empresariado y la tecnocracia pro mercado) a ciertos sectores de las Fuerzas Armadas, principalmente a las que participaron en la lucha contrasubversiva durante los años de la violencia política. Esta reintegración fue significada por el gobierno como una reivindicación histórica frente al accionar de las Fuerzas Armadas en la lucha antisubversiva.[26]

			El perfil asumido por el gobierno conllevó algunas tensiones internas en el PAP —que históricamente reivindicó una identidad de centroizquierda—, las cuales no se profundizaron debido al liderazgo indiscutible de García. En cuanto a la población que lo veía con desconfianza, el nuevo presidente desplegó un mensaje de optimismo frente al futuro del país, mismo que tenía como eje central la idea de que “el Perú avanza”.[27]

			Luego de un primer año en el que el gobierno disipó las dudas acerca de la dirección de su gobierno, éste redefinió la frontera política entre un nosotros-amigo representado por el pueblo peruano demócrata y racional, capaz de reconocer el camino trazado hacia el desarrollo y la justicia social, y un ellos-enemigo: el “antisistema”, el que constantemente complota y atenta contra los intereses de la patria. Esta frontera política partió del supuesto de que el país ya se encontraba encauzado hacia el progreso y que era necesario profundizar algunas reformas para acortar el camino hacia la prosperidad. El horizonte político que planteó el gobierno se basó en un nosotros-amigo lleno de virtudes (trabajador, progresista, exitoso) frente al otro-enemigo, contaminado ideológicamente y estatista. La figura paradigmática del nosotros fue el empresario, no sólo el gran empresario, sino también el pequeño empresario, pues ambos generan inversión y riqueza. 

			La fuerza de la frontera política replanteada por el segundo gobierno aprista estuvo en la clara identificación del enemigo, al que caracterizó como un sujeto enfermo, que sufría el “síndrome del perro del hortelano”, metáfora que García retomó del personaje de la historia de Lope de Vega, del que se decía que “no come ni deja comer”. En el discurso de García, el “perro del hortelano” es aquel agente incapaz de hacer rentables los recursos con los que cuenta y que a su vez entrampa la iniciativa de aquellos que sí tienen los medios (capital, crédito, etc.) para hacerlo. Son básicamente los que se opusieron a la inversión privada y a las reformas que quiso impulsar el gobierno. 

			A su vez, el gobierno buscó reactivar el carácter popular del neoliberalismo configurado con el gobierno de Fujimori y debilitado con el de Toledo. Para ello ejecutó nuevos programas sociales, amplió la cobertura de algunos ya existentes y difundió constantemente los logros obtenidos en el campo social, como la reducción de la pobreza, el acceso al crédito, al agua potable, a la salud, etc., de poblaciones históricamente marginadas.[28] Además, desde los medios de comunicación y cierta literatura, se difundieron con mayor intensidad experiencias exitosas de “individuos emergentes”, es decir, de personas que habían superado la pobreza con base en su esfuerzo, sacrificio y emprendimiento. Así, se reforzó entre ciertos sectores sociales la creencia de que el país transitaba por el camino correcto hacia el progreso, además de convencer y adherir a más indecisos. La potencia de esta mensaje estuvo en su juego “en pared” con una serie de “hechos” que complementaron su impacto.[29] Se quiso mostrar un Perú exitoso sin los peruanos del hortelano (García, 2011). 

			Sin embargo, durante el gobierno aprista, los conflictos socioambientales evidenciaron con mayor fuerza los límites del neoliberalismo, pues aumentaron considerablemente.[30] Estos conflictos sociales evidenciaron los límites del discurso desde dos aspectos: lo indígena-campesino como subordinado-excluido en el discurso neoliberal y el Estado como administrador precario del orden social. En lo que respecta al primero, lo indígena-campesino como identidad, aparece en algunos casos subordinado dentro de la propia lógica del discurso neoliberal, pues éste ha apelado a una representación en la que lo indígena queda en un segundo lugar ante la demanda de individuos que compitan en el mercado global. A la identidad indígena-campesina le quedaría elegir entre asumir el “reto de modernizarse” o aceptar ser un objeto de exhibición del circuito turístico nacional. 

			En otros casos, el discurso neoliberal excluye de su simbolización a la identidad indígena-campesina, convirtiéndola en una especie de residuo de la historia del Perú que imagina. Así, en vez de dotar de significado a las diferencias culturales de la población nacional, el neoliberalismo a la peruana las desestimó, identificando básicamente a inversionistas y consumidores. Esto ha limitado el alcance interpelador del discurso neoliberal, sobre todo entre la población indígena del país (la andina y la amazónica). En lo que corresponde al segundo aspecto, los conflictos socioambientales también son síntoma de las debilidades del Estado peruano en dos formas: en cuanto a su presencia en el territorio nacional y en su escasa capacidad para canalizar las demandas sociales. Por un lado, la promoción y ejecución de nuevas inversiones mineras y petroleras se produjeron en territorios donde el Estado ha tenido una presencia y accionar bastante limitados. Así, estos territorios se insertaron de alguna forma al mercado, sin una mayor inclusión de su población en la comunidad política, lo cual demandaba un Estado que les asegurase la posibilidad del ejercicio de derechos. Por el otro, el Estado también fue incapaz de canalizar las demandas de poblaciones afectadas por las actividades extractivas, desbordándose la conflictividad social. La precariedad del Estado, principalmente a nivel local y regional, hace que las diferentes demandas de las poblaciones afectadas no encontraran cauces institucionales efectivos. La distancia entre el Estado y la población afectada por los proyectos extractivos —en términos simbólicos y administrativos— habría abonado a la reproducción de un discurso oficial que criminalizó la protesta social.[31] Ahora bien, el Estado y sus limitaciones, así como lo indígena-campesino ya señalado, son problemas históricos del Perú republicano que el discurso neoliberal no ha saldado del todo.
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